
RADICADO 2003-00130-01 

EJECUTIVO SINGULAR 

 

g. 

 

 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE FLORIDABLANCA 
Carrera 10 No. 4-48  Celular: 318-6469622 

 
 
 

TRASLADO RECURSO DE REPOSICIÓN  
 

 
 

Del escrito de reposición visible a los folios 72 al 77 del cuaderno principal, presentado en 

término por la apoderada judicial de la parte demandante, se le corre traslado a la parte 

demandada por el término de tres (03) días, que empieza a correr a las 08:00 a. m. del día 13 

de Octubre de 2020 y vence a las 4:00 p.m. del día 15 de Octubre de 2020, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 319 del C.G.P., en armonía con el artículo 110 de la misma 

codificación. 

 
Se fija en lista de traslados, hoy nueve (09) de Octubre de dos mil veinte (2020) 
 
 
 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
  
 

 















RADICADO 2012-00119-01 

EJECUTIVO MIXTO 

 

g. 

 

 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE FLORIDABLANCA 
Carrera 10 No. 4-48  Celular: 318-6469622 

 
 
 

TRASLADO RECURSO DE REPOSICIÓN  
 

 
 

Del escrito de reposición visible a los folios 72 al 74 del cuaderno principal, presentado en 

término por la apoderada judicial de la parte demandante, se le corre traslado a la parte 

demandada por el término de tres (03) días, que empieza a correr a las 08:00 a. m. del día 13 

de Octubre de 2020 y vence a las 4:00 p.m. del día 15 de Octubre de 2020, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 319 del C.G.P., en armonía con el artículo 110 de la misma 

codificación. 

 
Se fija en lista de traslados, hoy nueve (09) de Octubre de dos mil veinte (2020) 
 
 
 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
  
 

 



Señor(es): 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE FLORIDABLANCA 
E. S. D. 
 

 
Demandante: BANCO PICHINCHA S. A. 
Demandado: YENIS ESTHER DIAZ BENAVIDEZ  
Radicado: 2012-119 

  
 
 
YULIS PAULIN GUTIERREZ PRETEL identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma 

y portadora de la tarjeta profesional No 162421 del C. S. de la J. en calidad de apoderada de la parte 
demandante, por medio de la presente me permito interponer recurso de reposición en subsidio 
apelación en contra del auto proferido por el despacho el día 1 de octubre de 2020, de conformidad 

con los siguientes: 
 

HECHOS 
 

PRIMERO: Al validar el registro de la pagina de la rama judicial siglo XXI se observa que la última 
actuación dentro del proceso de la referencia anterior al decreto del desistimiento tácito fue el día 20 
de septiembre de 2018, esta fue la constancia de “proceso inactivo” 

 
SEGUNDO: el articulo 317 numeral 2 inciso b del C.G.P. indica que se decreta el desistimiento tácito 
sin requerimiento previo cuando el proceso cuenta con inactividad por el termino de dos años después 
de que se profiera auto que ordena seguir adelante la ejecución.  

 
TERCERO: este sería el caso sin embargo a este término de dos años que se cumpliría el día 20 de 
septiembre de 2020, es necesario descontarle los días en los cuales no se tuvo acceso al expediente 

por situaciones ajenas y de fuerza mayor tales como vacancia judicial de fin de año, semana santa, 
asambleas extraordinarias y la ocurrida en este año por cuenta de la pandemia del COVID 19. 
 
CUARTO: así las cosas, los días que se deben descontar al termino de los dos años serían los 

siguientes: 
 

• 12 días de vacancia judicial de fin de año en el 2018 comprendidas en el periodo del 19 de 

diciembre de 2018- 11 de enero de 2019 
• 3 días de vacancia judicial por el periodo de semana santa de 2019 
• 12 días de vacancia judicial de fin de año en el 2019 comprendidas en el periodo del 19 de 

diciembre de 2019- 11 de enero de 2020 
• 106 días de suspensión de términos en ocasión a la emergencia sanitaria producida por el 

COVID 19. 
 
Me permito citar los siguientes fundamentos jurídicos que soportan lo expuesto anteriormente 

 
 

1. SENTENCIA T-1165 de la Corte Constitucional 

 

El artículo 125 de la Ley 270 de 1996, establece que “la Administración de justicia es un servicio 

público esencial”. Lo anterior implica, sin lugar a duda, que su prestación se encuentra encaminada 

a asegurar la satisfacción de una necesidad de carácter general, en virtud de lo cual, para lograr el 

desarrollo de una vida plena y satisfactoria en sociedad debe garantizarse su acceso permanente y 

continuo a toda la comunidad. 

  

Recuérdese que la proscripción de la autotutela como mecanismo idóneo para la solución de 

conflictos, exigió la presencia permanente de la Jurisdicción como herramienta principal del Estado 

de derecho para que todas las personas puedan, por una parte, proteger sus derechos y libertades 

y, por otra, exigir el cumplimiento de las obligaciones y deberes que le incumben al Estado y a los 

particulares. 

  

Sobre la materia, esta Corporación en Sentencia C-037 de 1996 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), 

manifestó que: 

  

“Uno de los presupuestos esenciales de todo Estado, y en especial del Estado social de 

derecho, es el de contar con una debida administración de justicia. A través de ella, se 

protegen y se hacen efectivos los derechos, las libertades y las garantías de la población 



entera, y se definen igualmente las obligaciones y los deberes que le asisten a la 

administración y a los asociados. Se trata, como bien lo anota la disposición que se revisa, 

del compromiso general en alcanzar la convivencia social y pacífica, de mantener la 

concordia nacional y de asegurar la integridad de un orden político, económico y social 

justo”. 
 

“Nótese como el principio de continuidad de la jurisdicción, cuyo origen se encuentra en el 

reconocimiento de la Administración de justicia como servicio público esencial, conduce a determinar 

que cualquier cese de actividades o suspensión del trabajo resulta contrario al ordenamiento 

constitucional y, por lo mismo, no tiene ninguna fuerza vinculante ni para los sujetos procesales, ni 

para los funcionarios judiciales que se abstengan de participar en dichas jornadas de protesta, ni 

para la comunidad en general” 

 

2. AUTO  2015-085 AUTO TRIBUNAL SUPERIOR DE BUCARAMANGA MP DR ANTONIO 

BOHORQUEZ- REVOCA UN DESISTIMIENTO TACITO DE DECRETADO POR EL JUZ 

9 CV CTO DE BGA POR NO HABER SIDO DESCONTADO A FAVOR DE LA PARTE 

EJECUTANTE LOS DIAS DE PARO y VACANCIA JUDICIAL.   

 

“La Corte Constitucional en sentencia T-1165/03, hizo referencia a varios derechos fundamentales, 

entre otros, EL ACCESO A LA ADMISTRACION DE JUSTICIA, LA SEGURIDAD JURÍDICA, LA 

IGUALDAD PROCESAL, Y ESPECIALMENTE AL PRINCIPIO DE CONTINUIDAD DE LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, a fin de resaltar la importancia en el cumplimiento de los 

términos judiciales y la posibilidad de los usuarios de acceder a aquellos de forma real y efectiva. 

Aludió la Alta Corporación al artículo 121 del Código de Procedimiento Civil, según el cual “en los 

términos de días no se tomara en cuenta los de vacancia judicial , ni aquellos que por cualquier 

circunstancia permanezca cerrado el despacho”, hoy 118 C.G.P. siendo esta ultima una circunstancia 

en la que se involucran contingencias de tipo legal y natural , días festivos o cierres extraordinarios 

de los despachos, como lo sería una protesta de los trabajadores de la Rama Judicial, que impidiera 

el acceso a los edificios donde funcionan los despachos judiciales: 

“el artículo 228 de la Carta Fundamental obliga que el ejercicio de la función pública de administrar 

justicia y, por lo mismo, las distintas actuaciones que sean indispensables para cumplir con su 

finalidad de preservar el orden económico y social justo, deben ajustarse al principio de continuidad, 

es decir, exigen a los funcionarios vinculados a la rama judicial la obligación de prestar el servicio   

de justicia de forma permanente y regular, sin interrupciones en el tiempo, ni en el espacio, salvo las 

establezca la ley. Así, por ejemplo, el derecho procesal crea la figura del Juez Natural, como una 

garantía constitucional de la Jurisdicción (artículo 29) destinada a asegurar que cualquier conflicto 

que se presente dentro de la sociedad tendrá siempre dispuesta una autoridad judicial  para su 

solución”  (…) 

No es cierta la premisa según la cual, un paro judicial siempre conlleva el cierre de todos los 

despachos judiciales, razón por la cual, será necesario  las circunstancias que concurren en cada caso 

específico, para determinar si efectivamente el despacho judicial en el cual se adelantaba el proceso, 

se encontraba abierto o cerrado, sin embargo el paro judicial en determinadas circunstancias puede 

tener las características de un fenómeno de fuerza mayor, tal sería el caso,   por ejemplo, del 

desarrollo de una jornada de protesta en la cual los trabajadores impidieran físicamente el acceso a 

los edificios donde funcionan los despachos judiciales . En este último caso no sería exigible por parte 

del ordenamiento, comportamiento heroicos que pongan en riesgo la integridad personal de los 

funcionarios judiciales, y menos aún, de la comunidad jurídica (abogados, practicantes, judicantes, 

etc.)    

Con todo, si eventualmente una decisión que implique una jornada de protesta en la rama judicial, a 

partir de una finalidad loable de obtener una prerrogativa social, económica o jurídica que se juque 

legitima –llegare a afectar la prestación continua y permanente del servicio de administración de 

justicia, dicha circunstancias si tendría jurídicamente efectos en derecho , sin embargo justo es decir 

que no se trata de transformar una actuación prohibida en una conducta ajustada al ordenamiento 

ni tampoco pretender derogar la Constitución y la Ley por una costumbre popular , tan solo se trata 

de darle aplicación a la denominada  figura   del “caso fortuito o fuerza mayor “  según la cual no 

sería posible deducir consecuencias adversas en derecho ante la presencia de 

circunstancia imprevisibles e irresistibles que impidan material y físicamente la 

prestación de dicho servicio, tal sería el caso por ejemplo, del desarrollo de un paro 

judicial que impida a los trabajadores y a la comunidad en general, acceder físicamente 

a los edificios donde funcionan los despachos judiciales.     



Conforme a la citada jurisprudencia, imponer la sanción de terminación del proceso por Desistimiento 

Tácito, SERIA TRASGREDIR EL ACCESO REAL Y EFECTIVO A LA ADMISTRACION DE 

JUSTICIA DE LA PARTE ACTIVA DE LA LID.” 

 
PRETENSIONES 

 

 
PRIMERA: se revoque el auto de fecha 1 de octubre de 2020 que decreto el desistimiento tácito 
dentro de la presente acción ejecutiva. 
 

 
 
 

 
Cordialmente, 
 

 
 

YULIS PAULIN GUTIERREZ PRETEL 
C. C. 49.723.692 de Valledupar 
T. P. 162421 C. S. de la J. 
 

 

 

 

 

 


